ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA

RADICACIÓN: 66001-31-87002-2019-00084
ACCIONANTE: JAIME GREGORIO GRANADA HENAO    
ACCIONADA: DANE
ASUNTO: CONFIRMA DECISIÓN 

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / CONCURSO DE MÉRITOS / DANE / IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / INEXISTENCIA DE PERJUICIO IRREMEDIABLE.
… la pretensión principal del señor Granada es que se amparen sus derechos fundamentales al trabajo, la igualdad, mínimo vital y debido proceso los que consideró vulnerados por el DANE y que se ordenara a esta entidad, su inscripción en la convocatoria para contratistas dentro del cargo “Supervisor 1 Urbano” para la Gran Encuesta Integrada de Hogares GEIH…
Al respecto, debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley. (…)
Para esta instancia constitucional nuestro sistema jurídico tiene previstos mecanismos de defensa, como los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho y de simple nulidad (Reguladas en los artículos 137 y 138-2 del CPACA) a través de los cuales se puede demandar y solicitar, entre otras, la medida cautelar de suspensión provisional de los efectos de los  actos administrativos expedidos por el DANE y que resultaron adversos al accionante en la etapa de inscripción para acceder al cargo de supervisor 1 Urbano para la Gran Encuesta Integrada de Hogares en la ciudad de Pereira, lo cual se encuentra consagrado en el artículo 230 del CPACA, proceso que no requiere de caución (Artículo 232, inciso 3º, CPACA) y que de ser decretada, perduraría hasta el día en que se imparta la decisión definitiva por el juez ordinario, lo que de plano descarta la posible configuración de un agravio irreversible al accionante. (…)
Aunado a lo anterior, esta Colegiatura no cuenta con los elementos materiales de pruebas para determinar que el actor se encuentre frente a una situación apremiante o urgente que dé cuenta de la impostergabilidad del amparo de sus derechos fundamentales invocados, teniendo la posibilidad de ejercitar los mentados medios de control administrativo, idóneos y eficaces para resolver la cuestión litigiosa.  Por lo tanto, resulta claro que la acción de tutela como instrumento residual y subsidiario no es el escenario pertinente para dirimir la controversia planteada por el accionante…
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, dieciséis (16) de diciembre de dos mil diecinueve (2019)
Proyecto aprobado por Acta No.1134
Hora: 3:10 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación formulada por el ciudadano Jaime Gregorio Granada Henao frente al fallo emitido el 5 de noviembre de  2019 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, dentro  de la acción de tutela que instauró en contra del Departamento Administrativo Nacional de Estadística DANE por considerar vulnerados sus  derechos fundamentales al trabajo,  igualdad y mínimo vital.
2. ANTECEDENTES 

2.1. El señor Jaime Gregorio Granada Henao informó que ha sido contratista del DANE por un período aproximado de 12 años, en los que ha realizado roles de recolector y supervisor, por lo que ha sido calificado de manera eficiente.   Dicha entidad abrió convocatoria entre los días 4 y 8 de octubre de 2019 para contratistas con el fin de otorgar cargo de Supervisor 1 Urbano para la “Gran encuesta Integrada de Hogares GEIH” en la ciudad de Pereira, en la que se establecieron los requisitos con el fin de aplicar a dicho empleo.

El accionante se inscribió el 4 de octubre de 2019 en el banco de hojas de vida del DANE, anexando la certificación de los estudios universitarios como lo es que cuenta con seis (6) semestres cursados y aprobados en la carrera tecnológica “gestión en logística” de la corporación universitaria Remington de Pereira, inscripción que fue confirmada vía correo electrónico en esa misma fecha.  Sin embargo, el 10 de octubre siguiente, recibió un mensaje a su Whatsapp del Director de la subsede del DANE de Pereira, señor Pedro Pablo Hernández, quien le informó que no cumplía con los requerimientos académicos establecidos con el ítem “estudios y documentos previos contratación directa prestación de servicios y profesionales y de apoyo a la gestión ECO 416”, conforme a la Resolución No.001 de 2107 que indica la tabla de perfiles y honorarios (Supervisor) en una de sus alternativas: cuatro (4) semestres universitarios cursados y aprobados en cualquier área del conocimiento y 1 (un) año de experiencia relacionadas.  Aclarando el actor que se solicitan estudios universitarios, sin que se especifique que el programa debe ser profesional.
El 10 de octubre de 2019, el actor se dirigió al señor Pedro Pablo Hernández para que le explicara por qué se había calificado negativamente sus estudios, pese a su idoneidad en el entendido que la Fundación Universitaria Remington es una institución con programas profesionales y tecnológicos como el cursado y aprobado por el actor, el que depende de la facultad de ciencias empresariales, con registro SNIES 53399, Resolución MEN 13804 del 3 de septiembre de 2015 hasta el 2 de septiembre de 2022.  Además, con el mismo perfil y requerimientos el accionante aplicó a la anterior convocatoria, en donde fueron avalados para el Contrato ECO 187.

El actor explicó que adicionalmente se abrió la convocatoria de micro establecimientos a la cual quiso aplicar al ver que se le había negado el derecho de continuar en la GEIH, por lo que el 15 de octubre de 2019 solicitó el aval para realizar la inscripción, recibiendo con extrañeza  un correo electrónico del señor Pedro Pablo Hernández en los siguientes términos: “Buenos días a todos. Por favor recordarles a los contratistas de cada operativo que fueron liberados, pero para inscribirse SOLO EN LA MISMA ENCUENTA, no se pueden inscribir en ninguna otra. Para participar en otra encuesta deben de esperar 8 días después de que se finalice el operativo. GRACIAS”  Lo anterior, fue considerado por el accionante como una vulneración a su derecho fundamental a la igualdad, toda vez que cumple con los requisitos para participar en esa encuesta, pero la entidad le negó tal posibilidad.

El accionante consideró que pese a la existencia de otros mecanismos para hacer valer sus derechos, la acción de tutela es procedente por cuanto la convocatoria abierta en la plataforma “aprendanet” del DANE, conforme aparece publicada en la página web de la entidad, actualmente se encuentra en capacitación a los posibles contratistas, lo que significa que la fase de contratación está próxima a realizarse, por lo que se hace urgente que se defina su situación frente a dicha convocatoria.
En el acápite de pretensiones, el actor relacionó las siguientes:  i) tutelar sus derechos fundamentales al trabajo, la igualdad, mínimo vital y debido proceso los que consideró vulnerados por el DANE y ii) ordenar al DANE la inscripción en la convocatoria para contratistas dentro del cargo “Supervisor 1 Urbano” para la Gran Encuesta Integrada de Hogares GEIH (Fls. 1-6).

2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas con la demanda de tutela (Fls. 7-48).
3. SÍNTESIS DE LAS RESPUESTAS
3.1. DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO NACIONAL DE ESTADÍSTICA – DANE -  

Informó que esa entidad ha adelantado el proceso de contratación ECO 416 asociado a la operación estadística denominada la Gran Encuesta Integrada de Hogares GEIH con la plena observancia de los principios de igualdad, selección objetiva y debido proceso.

Explicó que el señor Granada Henao se presentó en el proceso de contratación antes referido; sin embargo, durante la etapa inicial de selección de los aspirantes, se pudo verificar que el accionante no cumplía estrictamente con los requisitos académicos establecidos en los Estudios y Documentos Previos del proceso contractual ECO416 y en la Resolución No.0001 de 2017 con relación a la idoneidad de los niveles de formación de los contratistas vinculados a la entidad.  Al respecto, si bien es cierto el señor Granada Henao adjuntó una certificación de haber cursado y aprobado seis meses del programa de Tecnología Gestión Logística, dicho documento no suponía el cumplimiento del perfil señalado en los estudios previos del procesos antes aludidos, ya que las obligaciones y actividades que desarrolla el rol al cual aspiró, implican la necesidad de acreditar la tarjeta profesional para el ejercicio de dicha tecnología.   Debido a esta situación, el DANE le informó al accionante que no podía continuar en el proceso de selección.

Informó que la solicitud del 15 de octubre de 2019 radicada por el accionante donde solicitó que se declarara la validez de sus estudios, fue contestada mediante el oficio radicado al No. 20194500029141 emitido por la Directora Territorial Centro Occidente del DANE en el que precisó las razones por las cuales el actor no continuó en el proceso contractual, decisión que el accionante puede controvertir en sede administrativa. 
Consideró que el actor cuenta con otros mecanismos procesales de defensa como es la presentación de los recursos de reposición y apelación en contra de la decisión tomada por el DANE, conforme a lo previsto en los artículos 74 y siguientes de la Ley 1737 de 2011.  Así mismo, una vez concluido el procedimiento en sede administrativa, el actor cuenta con la posibilidad de ejercer el derecho de incoar la acción contenciosa utilizando el medio de control de resolución de controversias contractuales de que trata el artículo 141 del CPACA con el fin de que se resuelvan sus desacuerdos con dicho proceso contractual. Una vez exista un acto administrativo en firme que decida la situación concreta del actor, este tiene a su alcance iniciar un proceso contencioso administrativo, si lo encuentra pertinente, sin que se observe que el actor interpuso esta demanda como mecanismo transitorio por la existencia de un perjuicio irremediable.  
Indicó que dentro del procedimiento de selección de contratistas de prestación de servicios, el DANE ha observado las normas legales dispuestas para el mismo, para lo cual explicó los pasos que se desarrollan para tal fin, estableciéndose  el perfil requerido y por su parte el interesado debe registrarse vía web en el aplicativo ingresando su información personal, momento en el cual acepta los términos y condiciones establecidos, lo cual no implica que el ciudadano necesariamente vaya a participar en las siguientes etapas de la convocatoria, toda vez que depende d la verificación de los requisitos y ejecución del proceso de aprendizaje.

Señaló que la partición en procesos de preselección no es fuente generadora de derechos; por lo tanto, el DANE no ha incurrido en vulneración de derechos laborales, contractuales u otros que pudieran esgrimirse, en la medida que el agotamiento de las etapas precontractuales dentro de un proceso de contratación directa por parte de una entidad, en momento alguno implica certeza o promesa efectiva de contratación.  Pese a que el actor hubiera participado en una convocatoria para selección de contratistas (prestación de servicios), no de empleados ni de funcionarios públicos, no generaba para el DANE la obligación de contratar a las personas que manifiestan su interés en el proceso, máxime que la contratación directa de personal operativo es potestativo de la entidad definiendo los criterios y procesos de escogencia correspondiente, dentro del marco legal.
Concluyó que el accionante no se encuentra frente a un perjuicio irremediable, requisito de procedencia excepcional de la tutela y que en este caso, lo que el actor demuestra es una inconformidad con respecto a su no continuidad en el proceso de selección de contratistas, dentro del cual ya se absolvieron sus inquietudes.

Solicitó que se negara el amparo invocado por el actor ante la ausencia de vulneración de derechos y subsidiariamente, se declarara improcedente la acción constitucional  (Fls. 57-62).

Allegó copia de los documentos que sustentan su respuesta (Fls. 63-88).

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 5 de noviembre de  2019, el Juzgado 1o de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, negó por improcedente la acción de tutela interpuesta por el señor Jaime Gregorio Granada Henao, al considerar que el accionante cuenta con otros mecanismos judiciales de defensa, máxime que no demostró estar frente a un perjuicio irremediable para que procediera la intervención del juez constitucional (Fls.112-115).

Las partes fueron notificadas del fallo anterior el 6 de noviembre de 2019 (Fls. 116-119).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN
El 7 de noviembre de 2019, el accionante allegó un escrito mediante el cual indicó que el fallo de primer grado tiene la característica de no haber captado adecuadamente el núcleo central del problema planteado, consistente en la vulneración de sus derechos fundamentales por la omisión del DANE de aplicación a una de las opciones que lo habilitan para ser admitido en el concurso y permitirle presentar la prueba.

Insistió que la acción de tutela es procedente, pese a la existencia de los recursos que pueda instaurar dentro de la Convocatoria o de la vía contencioso administrativa, toda vez que lo que se busca es evitar un perjuicio irremediable.

Señaló que el DANE vulneró y continúa vulnerando sus derechos fundamentales a la igualdad, trabajo y mínimo vital y móvil por cuanto elude la normativa que es aplicable a su caso, y al no admitirlo en el proceso, va en contravía de la Resolución 001 de 2017 al aplicar de manera contraria su propio acto administrativo.

Consideró que la acción de tutela procede como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, en el sentido que la  amenaza está por suceder por cuanto el DANE ya ha realizado varias convocatorias y supone que seguirá realizando operaciones de esta naturaleza, por lo que si la tutela no es concedida, se continuará la vulneración de sus garantías constitucionales.

Solicitó: i) ordenar al DANE que suspenda las convocatorias que actualmente están siendo realizadas y ii) amparar sus derechos al debido proceso (debida verificación de los requisitos mínimos) y como consecuencia, se tenga como válida su experiencia, equivalencia de estudios y tener la posibilidad de participar en las pruebas  (Fls. 120-122).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla, tal como lo solicitó el impugnante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

6.4.  En el caso sub examine, la Sala observa que la pretensión principal del señor Granada es que se amparen sus derechos fundamentales al trabajo, la igualdad, mínimo vital y debido proceso los que consideró vulnerados por el DANE y que se ordenara a esta entidad, su inscripción en la convocatoria para contratistas dentro del cargo “Supervisor 1 Urbano” para la Gran Encuesta Integrada de Hogares GEIH, para lo cual se debe tener como válida su experiencia, equivalencia de estudios y tener la posibilidad de participar en las pruebas, para lo cual señala que el juez de tutela debe hacer un análisis frente al requisito de procedibilidad de la acción de tutela, la cual procede de manera transitoria para evitar un perjuicio irremediable.

6.5. Al respecto, debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley. En tal sentido, la Corte Constitucional en la Sentencia  T-313 de 2005, señaló lo siguiente: 

“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”

6.6.  Para esta instancia constitucional nuestro sistema jurídico tiene previstos mecanismos de defensa, como los medios de control de nulidad y restablecimiento del derecho y de simple nulidad (Reguladas en los artículos 137 y 138-2 del CPACA) a través de los cuales se puede demandar y solicitar, entre otras, la medida cautelar de suspensión provisional de los efectos de los  actos administrativos expedidos por el DANE y que resultaron adversos al accionante en la etapa de inscripción para acceder al cargo de supervisor 1 Urbano para la Gran Encuesta Integrada de Hogares en la ciudad de Pereira, lo cual se encuentra consagrado en el artículo 230 del CPACA, proceso que no requiere de caución (Artículo 232, inciso 3º, CPACA) y que de ser decretada, perduraría hasta el día en que se imparta la decisión definitiva por el juez ordinario, lo que de plano descarta la posible configuración de un agravio irreversible al accionante. 

6.7.   De acuerdo a la jurisprudencia subrayada, esta Sala debe reiterar  que pese a la existencia de un medio de defensa judicial, el demandante que se encuentre frente a un perjuicio irremediable puede acudir a la acción de tutela para solicitar como mecanismo transitorio la garantía de sus derechos fundamentales, siempre y cuando demuestre tal daño y el mismo pueda ser valorado por con el fin de que proceda la intervención  del juez constitucional. 

6.8.  De tal manera, que la solicitud de amparo es improcedente al tenor de lo normado en el artículo 6º numeral 5º  del Decreto 2591 de 1991, según el cual, el excepcional mecanismo de protección no resulta viable “cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto”. Al respecto, la Corte Constitucional ha indicado que un acto administrativo general, impersonal y abstracto, lo es por cuanto establece reglas aplicables a un universo de destinatarios no determinado de antemano, de la siguiente manera:
“Desde el punto de vista de su contenido, los actos de la administración se clasifican en generales o individuales. Los actos generales, también llamados actos creadores de situaciones jurídicas generales, objetivas o reglamentarias, son aquellos que tienen un alcance indefinido e impersonal, es decir, que se refieren o dirigen a personas indeterminadas. Por el contrario, los actos de carácter individual o particular, conocidos como actos creadores de situaciones jurídicas subjetivas o concretas, son los que tienen un alcance definido, en el sentido de que están dirigidos a personas o sujetos identificados o determinados individualmente. (Sentencia SU – 037 de 2009).

6.9. Por lo tanto, resulta claro que la acción de tutela como instrumento residual y subsidiario no es el escenario pertinente para dirimir la controversia planteada por el accionante, tal como lo indicó la Corte Constitucional desde sus primeros pronunciamientos:

“Cuando el desconocimiento, la vulneración o el recorte de los derechos fundamentales se origina en actos jurídicos de carácter general producidos por instancias subordinadas a la Constitución (y todos los poderes constituídos lo son), su efecto general pernicioso puede ser contrarrestado mediante mecanismos especialmente dispuestos para ello, V.gr.: la acción de inconstitucionalidad contra las leyes, o las acciones de nulidad (y de restablecimiento del derecho) contra los actos administrativos. Mediante tales instrumentos se provoca la actuación de un organismo público competente para que, también por vía de disposición general, restablezca el imperio de la juridicidad.

Pero no es ése el caso de la tutela. El mismo artículo 6o. del Decreto 2591 establece en su numeral 5o. que es improcedente la acción «cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto». Es que lo que se busca con el mencionado mecanismo es suspender los efectos violatorios o amenazantes de alguno de los derechos fundamentales de una persona determinada, derivados de un acto concreto cuya aplicación deberá suspender el juez, aún mediante medidas provisionales (esto es antes de la sentencia) cuando lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, según las voces del artículo 7o. del Decreto en mención.” (Sentencia T – 321 de 1993).

6.10.  Así las cosas, en este caso específico, el examen del juez constitucional es excepcional si se tienen en cuenta que esta no es la vía para ordenar al DANE que valide la inscripción del accionante para el cargo de Supervisor 1 Urbano para la Gran Encuesta Integrada de Hogares, toda vez que dicha entidad ya le explicó al señor Granada Henao las razones por las cuales no superó la etapa inicial de la convocatoria.

6.11.  Aunado a lo anterior, esta Colegiatura no cuenta con los elementos materiales de pruebas para determinar que el actor se encuentre frente a una situación apremiante o urgente que dé cuenta de la impostergabilidad del amparo de sus derechos fundamentales invocados, teniendo la posibilidad de ejercitar los mentados medios de control administrativo, idóneos y eficaces para resolver la cuestión litigiosa.  Por lo tanto, resulta claro que la acción de tutela como instrumento residual y subsidiario no es el escenario pertinente para dirimir la controversia planteada por el accionante. En relación, a las circunstancias que demuestren un menoscabo irreparable, la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la Sentencia T-742 de 2011 ha señalado que el juez de tutela en el caso en concreto debe advertir las siguientes:
 “A). El perjuicio ha de ser inminente: "que amenaza o está por suceder prontamente". Con lo anterior se diferencia de la expectativa ante un posible daño o menoscabo, porque hay evidencias fácticas de su presencia real en un corto lapso, que justifica las medidas prudentes y oportunas para evitar algo probable y no una mera conjetura hipotética (…). Hay inminencias que son incontenibles: cuando es imposible detener el proceso iniciado. Pero hay otras que, con el adecuado empleo de medios en el momento oportuno, pueden evitar el desenlace efectivo.   B). Las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes, es decir, como calidad de urgir, en el sentido de que hay que instar o precisar una cosa a su pronta ejecución o remedio tal como lo define el Diccionario de la Real Academia. Es apenas una adecuación entre la inminencia y la respectiva actuación: si la primera hace relación a la prontitud del evento que está por realizarse, la segunda alude a su respuesta proporcionada en la prontitud. Pero además la urgencia se refiere a la precisión con que se ejecuta la medida, de ahí la necesidad de ajustarse a las circunstancias particulares. Con lo expuesto se verifica cómo la precisión y la prontitud señalan la oportunidad de la urgencia.  C). No basta cualquier perjuicio, se requiere que éste sea grave, lo que equivale a la gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona. La gravedad obliga a basarse en la importancia que el orden jurídico concede a determinados bienes bajo su protección, de manera que la amenaza a uno de ellos es motivo de actuación oportuna y diligente por parte de las autoridades públicas. Luego no se trata de cualquier tipo de irreparabilidad, sino sólo de aquella que recae sobre un bien de gran significación para la persona, objetivamente. Y se anota la objetividad, por cuanto la gravedad debe ser determinada o determinable, so pena de caer en la indefinición jurídica a todas luces inconveniente. D). La urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad (…). Se trata del sentido de precisión y exactitud de la medida, fundamento próximo de la eficacia de la actuación de las autoridades públicas en la conservación y restablecimiento de los derechos y garantías básicos para el equilibrio social.” (Subrayas propias)

Consecuentemente con lo estudiado, ante la existencia de otro mecanismo para hacer valer las garantías que invoca actor y aunado a la falta de acreditación de la existencia de un perjuicio irremediable, no era necesario hacer análisis de fondo sobre el asunto, al no superar el amparo el test de procedibilidad de la acción constitucional. 

DECISIÓN

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo proferido el 5 de noviembre de 2019 por el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira dentro de la  acción de tutela instaurada por el señor Jaime Gregorio Granada Henao en contra del DANE.
SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.



NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 
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